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Acta No. 565 de octubre 27 de 2009
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Francisco Javier Ruiz López contra el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, a la que se dispuso vincular a Lorena Isabel Espinosa Batero.
  



ANTECEDENTES

El señor Ruiz López demandó la protección de su derecho al debido proceso que, dice, le está vulnerando el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, porque allí cursó un proceso ejecutivo de alimentos en su contra promovido por Lorena Isabel Espinosa Batero, que terminó con una conciliación entre las partes para que a ella se le entregara $1.990.000,oo, teniendo en cuenta lo que estaba hasta ese momento consignado y otros dineros que se le habían pagado directamente; pero el juzgado no tuvo en cuenta estas últimas sumas que ascendían a “$1’670.000,oo” y le entregó efectivamente $1’696.569, cuando debía quedar un saldo a su favor. 

Pidió, en consecuencia, que se le ordenara al juzgado revisar el procedimiento aplicado para el pago de la deuda y reintegrarle lo que corresponde, “con base en el acuerdo entre las partes que dio por terminado el proceso”. 

Se dispuso el trámite correspondiente con la vinculación de la señora Lorena Isabel Espinosa Batero. En el término concedido para pronunciarse, el titular del Juzgado manifestó simplemente que deja al criterio de la sala lo acontecido en el proceso, cuyo expediente puso a disposición, que terminó con acuerdo entre las partes. 

Luego, con oficio 1579 del 22 de octubre que corre, informó que el título judicial 251970 por valor de $508.584,oo se fraccionó en dos cantidades, una por $120.000,oo para ser entregados a la ejecutante; y otra por $388.584,oo con destino al demandado, tal como fue convenido en la conciliación. 
Ahora es oportuno resolver, previas estas: 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Constitución Nacional, tiene como norte la protección inmediata de los derechos fundamentales de las personas, cuando quiera que sean lesionados o amenazados por una autoridad o, en ciertos casos, por particulares, y ha sido desarrollada por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992. 

El primero de estos decretos permitía utilizar este medio para atacar providencias judiciales, lo que fue declarado inexequible por la Corte Constitucional en su sentencia C-543; no obstante, por vía jurisprudencial se abrió paso dicha acción en los casos en los que los jueces incurrieran en lo que antes se denominaba una vía de hecho y que ahora se distingue como causales específicas de procedibilidad de la misma. 
Recientemente 
 se dijo que: 
“Además de acreditarse el cumplimiento de los requisitos de subsidiariedad e inmediatez, la Corte Constitucional ha establecido que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales supone que el problema jurídico presentado a consideración del juez de tutela resulte constitucionalmente relevante por comprometer derechos fundamentales de las partes en litigio, y que se configure una de las causales específicas de procedibilidad de la acción de tutela, que han sido objeto de amplio desarrollo por parte de la jurisprudencia constitucional y recogen la doctrina de los defectos judiciales, cuales son:

“a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. 

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales
 o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión. 
[e]. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

[f]. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

[g]. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado
. 

[h]. Violación directa de la Constitución”
.

De esta forma, para que proceda el amparo derivado del ejercicio de la acción de tutela, en los eventos en que el reproche del interesado recae sobre la actividad judicial, debe acreditarse que al interior del proceso el interesado agotó los recursos y facultades con que contaba, no obstante lo cual persiste la violación de sus derechos fundamentales, que la acción se formula dentro de un término prudente de manera que, de un lado se conserven los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica y, de otro, el despliegue del aparato judicial no resulte inocuo en la medida en que sea posible otorgar un amparo inmediato y eficaz frente a la amenaza o vulneración de derechos fundamentales, y que la actividad del juez se enmarca dentro de una de las causales específicas de procedibilidad previamente citadas.

A decir verdad, ninguna de estas situaciones se presenta aquí, porque de lo que se queja la accionante es de que el juzgado no ha dispuesto el reintegro a su favor de una suma de dinero que quedó como producto de la conciliación lograda en el proceso ejecutivo por alimentos que Lorena Isabel Espinosa Batero, en representación de su hijo Héctor Jairo Ruiz Espinosa, promovió contra él, según la respuesta que se le dio en el auto del 21 de septiembre de 2009 (f. 30, c. 2). 
Pero el proceso ejecutivo revela cosa diferente. En efecto, en la diligencia realizada el 13 de agosto de 2009, instadas las partes para llegar a un acuerdo, expresamente dijo la representante legal del niño que su propuesta era que se le entregaran los títulos judiciales por valor de $1’697.568,oo consignados hasta ese momento para el proceso y $120.000,oo del que estaba por llegar para el mes de agosto; que de ahí en adelante la cuota sería de doscientos mil pesos mensuales que el pagador del demandado podría entregarle directamente. Puesta en conocimiento del demandado esa manifestación, la aceptó sin ninguna reserva. 

Pues bien, la prueba recaudada enseña que a la demandante se le entregaron títulos por valor de $$1’696.569,oo (f. 26, c. 2); y del título de depósito judicial siguiente, por valor de $508.584,oo, le serán entregados $120.000,oo y al accionante $388.584,oo como saldo a su favor (f. 32, c. 2 y 15, c. 1). 

De ahí en adelante, las sumas recaudadas por el juzgado corresponden también a lo que fue acordado por las partes, sólo que, como se ve de las copias obtenidas, ante la dificultad de que el pagador depositara las sumas retenidas al demandado en la cuenta personal de aquella, el mismo Ruiz López le pidió al Juzgado que admitiera esas consignaciones en su cuenta de depósitos judiciales, como se viene haciendo (f. 33, c. 2) 

Queda en evidencia, entonces, que la conciliación habida entre las partes no incluyó en absoluto las sumas que antes de esa fecha el ejecutado le hubiera entregado directamente a la madre de su hijo; claramente se partió de la suma que aparecía en los depósitos judiciales y el señor Ruiz Espinosa estuvo de acuerdo con que así fuera, de manera que no puede ahora endilgarle al juzgado que haya dejado de restituirle valor alguno, como no sea el que fue fraccionado del que, según informó el despacho judicial, ya fue dispuesta su entrega por parte de la Oficina de Títulos Judiciales de la Dirección Seccional de Administración Judicial. 

A esto se suma, si se quiere, que el accionante le pidió al juzgado que procediera a liquidar el crédito para verificar el saldo a su favor (f. 29, c. 2), solicitud que fue negada con auto del 21 de septiembre pasado (f. 30, c. 2), que no fue replicado por aquel, a pesar de que contra ese proveído cabía el ordinario recurso de reposición. Su silencio en esa ocasión no puede remediarse con la acción de tutela que, bien se sabe, no constituye una instancia adicional. 

De manera que no se advierte en este caso la trasgresión de ningún derecho fundamental que deba ser protegido, menos el del debido proceso, y, por tanto, el amparo será negado. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA la acción de tutela propuesta por Franciso Javier Ruiz López contra el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, a la que se dispuso vincular a Lorena Isabel Espinosa Batero.
Notifíquese esta decisión a las partes, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 
Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de que no sea impugnada. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Con permiso
� Sentencia T-266/01


� Sentencia T-522/01


� Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01.


� Corte Constitucional, Sentencia C-590 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño.
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